
Bioética y salud pública 

La bioética, en su dimensión individual, se enfoca en la relación médico-paciente, el consentimiento 

informado, la dignidad de la persona, etc. Pero cuando se traslada al plano colectivo, cobra forma como 

bioética social o pública, abarcando temas como: 

• Distribución de recursos sanitarios: La distribución de los bienes (medicamentos, camas, vacunas, 

profesionales, tecnología) no puede guiarse únicamente por criterios de mercado, sino por la lógica del 

bien común, la justicia y la dignidad humana. (Ejemplo: En una región con pocos recursos, concentrar 

todos los especialistas en clínicas privadas urbanas sin garantizar atención en zonas rurales vulnera la 

equidad.) 

• Acceso justo a tratamientos: El acceso a tratamientos esenciales, especialmente en contextos de 

enfermedades graves o crónicas, no debe depender del poder adquisitivo ni de la afiliación a un sistema 

privado, sino ser reconocido como derecho humano fundamental. (Ejemplo: Una terapia contra el 

cáncer que está disponible solo para quienes pueden pagarla genera discriminación estructural.) 

• Políticas de salud: Las políticas sanitarias (presupuesto público, campañas de prevención, 

legislación sobre bioética, etc.) deben basarse en criterios éticos claros y no estar supeditadas a 

intereses económicos o ideológicos. (Ejemplo: Si un gobierno promueve la legalización de prácticas 

eutanásicas sin fortalecer los cuidados paliativos, está fallando en su deber de proteger la vida 

vulnerable.) 

• Prioridades en situaciones de emergencia: Durante pandemias, catástrofes o crisis sanitarias, se 

presentan dilemas graves: ¿a quién se atiende primero? ¿Cómo se decide la asignación de respiradores, 

camas, vacunas?. La DSI llama a actuar con criterios éticos transparentes, sin discriminación por edad, 

discapacidad o nivel económico, priorizando siempre la vida y el cuidado de todos. (Ejemplo: 

Rechazar a un paciente anciano por no tener “expectativa de vida útil” es una forma de discriminación 

eugenésica.) 

• La responsabilidad del Estado y la comunidad científica: El Estado tiene una obligación ética 

indelegable de garantizar el acceso universal a la salud, regular el mercado farmacéutico, invertir en 

prevención, y proteger especialmente a los sectores más vulnerables. La comunidad científica, por su 

parte, debe actuar con responsabilidad social, evitando prácticas guiadas solo por el lucro o el éxito 

técnico. (Ejemplo: Cuando una farmacéutica retiene una vacuna por intereses comerciales, o un Estado 

no destina fondos a hospitales públicos, se viola el principio de justicia y cuidado solidario.) 

Desde la perspectiva, toda política sanitaria debe orientarse al bien común, reconociendo la salud como 

derecho humano fundamental, no como privilegio económico o mérito funcional. 

Salud pública: una cuestión ética y social 

La salud pública no puede ser entendida únicamente en términos técnicos, epidemiológicos o administrativos. 

Implica decisiones morales profundas, como: 

• ¿Quién accede primero a tratamientos escasos? 

Se debe priorizar según criterios clínicos objetivos (gravedad, posibilidad de recuperación, 

proporcionalidad del tratamiento) y no por edad, estatus económico o discapacidad. Además, deben 

considerarse la urgencia y el principio de equidad: los más vulnerables y necesitados tienen prioridad 

moral. 

 



• ¿Cómo se prioriza la atención en zonas rurales o marginales? 

La justicia social exige corregir las desigualdades estructurales, por lo tanto, se debe priorizar la 

inversión en atención sanitaria en las zonas más desatendidas o vulnerables. Priorizar zonas rurales o 

marginales no es favoritismo, sino un acto de justicia correctiva y caridad social. 

• ¿Qué criterios se utilizan para asignar recursos en hospitales? 

Los recursos deben asignarse de manera equitativa, transparente y racional, atendiendo a: necesidades 

de los pacientes, capacidad real de los servicios, urgencia y gravedad del caso, principio del bien 

común. No se debe privilegiar por “méritos” personales, condición social o “utilidad social”. 

• ¿Es ético negar medicamentos costosos a pacientes crónicos? 

No es ético negar medicamentos solo por su costo cuando estos son necesarios y pueden mejorar la 

calidad de vida o aliviar el sufrimiento. El principio de justicia exige buscar mecanismos solidarios 

(como subsidios estatales, fondos solidarios, apoyo comunitario) para que todos los pacientes accedan 

a tratamientos esenciales. Negar tratamientos por razones económicas vulnera la dignidad, equidad y 

el derecho a la salud. El Estado tiene responsabilidad de intervenir. 

La salud como bien común 

En el contexto actual, donde la salud es frecuentemente concebida como un bien individual, un servicio o 

incluso una mercancía, resulta fundamental recuperar su dimensión ética y social, tal como lo propone la 

Doctrina Social de la Iglesia (DSI). La salud no es solo un asunto personal o técnico, sino una realidad 

profundamente humana que involucra responsabilidad colectiva, solidaridad y justicia. 

La Iglesia afirma que la salud debe ser entendida como un bien común, es decir, un bien que pertenece a todos 

y cuyo cuidado y distribución justa afectan directamente al tejido social. Este enfoque plantea un fuerte desafío 

a modelos sanitarios que excluyen, discriminan o mercantilizan el acceso a la atención médica, y propone una 

ética del cuidado centrada en la dignidad inalienable de toda persona humana. 

La salud como derecho y deber compartido 

La Doctrina Social de la Iglesia reconoce la salud como un derecho universal que brota de la dignidad de la 

persona humana, y al mismo tiempo como un deber social y político. Es decir, todos tienen derecho a acceder 

a servicios de salud dignos, y la sociedad en su conjunto tiene el deber de garantizar ese acceso. “El derecho 

a la salud deriva de la dignidad humana y debe ser garantizado para todos sin discriminación.” 

(Compendio de la Doctrina Social de la Iglesia, n. 166) La salud, en este marco, no puede depender del nivel 

socioeconómico, de la pertenencia a un grupo social o del lugar geográfico donde se viva. La falta de acceso 

es una forma de injusticia estructural que atenta contra el bien común. 

Dimensión comunitaria y solidaria de la salud 

La pandemia de COVID-19 evidenció de forma clara que la salud es interdependiente: el bienestar de uno 

afecta al de todos. La lógica cristiana del bien común nos recuerda que la vida y la salud de cada persona 

están unidas a las decisiones colectivas, políticas y económicas. “La salud debe ser considerada un bien de 

todos y cada uno; no es un bien individual aislado, sino un bien relacional.” (Fratelli Tutti, n. 112)  La noción 

de bien común implica que toda persona tiene derecho a ser cuidada, pero también el deber de cuidar al otro. 

La salud pública, por tanto, debe ser organizada no como un mercado competitivo, sino como un sistema 

solidario, preventivo e inclusivo. 

 

 



El rol del Estado y las instituciones sanitarias 

Desde la perspectiva de la DSI, el Estado tiene una responsabilidad ética indelegable de promover estructuras 

sanitarias justas, accesibles y solidarias. No basta con asegurar un “mínimo de salud”; debe garantizar el 

desarrollo integral de la persona, considerando también el acceso a medicamentos, prevención, salud mental 

y espiritualidad. “Los sistemas de salud deben priorizar la atención de los más débiles, enfermos y excluidos, 

porque el grado de desarrollo de una sociedad se mide por cómo cuida a sus miembros más frágiles.” 

(Evangelii Gaudium, n. 209) Las instituciones privadas también tienen un rol social. La subsidiariedad implica 

que las organizaciones civiles, eclesiales y profesionales cooperan con el Estado para que el acceso a la salud 

llegue a todos. 

Concebir la salud como bien común transforma profundamente la manera en que se organizan los sistemas 

sanitarios, se diseñan políticas públicas y se ejerce la práctica profesional. Desde la visión cristiana, la salud 

no es propiedad de unos pocos ni privilegio de quienes pueden pagarla: es un derecho fundamental y un reflejo 

del amor al prójimo hecho estructura. Cuidar la salud del otro, especialmente del más débil, no es un acto 

opcional: es una expresión concreta del Evangelio y una exigencia del Reino de Dios. En una cultura que 

tiende a privatizarlo todo, la salud entendida como bien común nos invita a vivir la solidaridad como principio 

estructurador de la vida social, y a reconocer en cada paciente no un cliente, sino un hermano. 

Equidad y justicia distributiva 

En el ámbito sanitario, hablar de justicia no es una cuestión meramente legal o técnica: es una cuestión ética 

profunda, que interpela a los modelos de atención, a las políticas públicas y a las decisiones individuales. El 

acceso desigual a recursos médicos, la falta de infraestructura en zonas pobres, o la disparidad en la atención 

según el nivel económico, no son meros errores de gestión: son formas de injusticia estructural. La equidad y 

la justicia distributiva son categorías centrales cuando se habla de salud como derecho humano y bien común. 

Desde la Doctrina Social de la Iglesia, estas categorías tienen raíces en el Evangelio, y exigen una respuesta 

concreta a las desigualdades que excluyen, marginan o descartan a los más frágiles. 

¿Qué es la equidad? 

La equidad es la capacidad de tratar a las personas de acuerdo con sus necesidades, no de forma idéntica. Es 

decir, no se trata de “dar lo mismo a todos”, sino de dar a cada uno lo que necesita para vivir con dignidad. 

En el campo sanitario, esto implica: 

• Priorizar a quienes están en situación de mayor vulnerabilidad. 

• Adaptar las intervenciones a las condiciones sociales, culturales y económicas de cada comunidad. 

• Superar desigualdades históricas en el acceso a la atención. 

¿Qué es la justicia distributiva? 

La justicia distributiva es el principio que rige cómo deben repartirse los bienes sociales comunes, entre 

ellos la salud. Según la Doctrina Social de la Iglesia, este principio no solo recae en el Estado, sino también 

en instituciones sanitarias, profesionales de la salud y actores privados. Aplicada a la salud, implica que: 

• El Estado debe garantizar un sistema de salud accesible y equitativo. 

• Las empresas farmacéuticas deben actuar con responsabilidad social. 

• Los profesionales deben tener criterios éticos de atención prioritaria. 

La salud como campo privilegiado de justicia 

La salud, por su íntima relación con la vida, la dignidad y la vulnerabilidad humana, es un ámbito donde la 

justicia no puede ser postergada. Las desigualdades en el acceso a servicios sanitarios, a medicamentos o a 

diagnósticos tempranos no solo afectan cifras, sino que ponen en juego vidas humanas concretas. “El bien 



común y la justicia exigen que el acceso a la atención médica no dependa de la capacidad de pago, sino de 

la necesidad de la persona.” (Fratelli Tutti, n. 109) 

Ejemplos  

Situación  Evaluación  

Hospital con equipamiento moderno en zonas urbanas, pero 

sin infraestructura básica en zonas rurales. 

Injusticia estructural. Se requiere equidad en 

la asignación de recursos. 

Paciente crónico que no accede a medicación porque no tiene 

obra social. 

Violación de la justicia distributiva. El 

Estado debe intervenir. 

Campaña gratuita de vacunación universal. 
Ejemplo positivo de equidad sanitaria y bien 

común. 

Discriminación a adultos mayores en la asignación de camas 

UTI. 

Discriminación por edad. Va contra la 

dignidad y la equidad. 

Hablar de equidad y justicia en salud es hablar de la verdadera humanidad de nuestras sociedades. No hay 

desarrollo real cuando grandes sectores son excluidos de lo más básico: el cuidado de la vida. Desde la visión 

cristiana, garantizar la salud no es un lujo ni un favor, sino una expresión concreta de la fraternidad humana y 

de la caridad social. Construir sistemas de salud justos implica trabajar por una cultura del cuidado, la inclusión 

y la responsabilidad compartida, donde cada vida cuente, y el valor de una persona no dependa de su lugar de 

nacimiento, su situación económica ni su capacidad productiva. 

Acceso a tratamientos y tecnologías médicas 

El desarrollo de nuevas tecnologías médicas ha generado avances extraordinarios en la prevención, 

diagnóstico y tratamiento de enfermedades. Sin embargo, estos avances no siempre se traducen en una mejora 

equitativa de la salud para todos. En muchas partes del mundo, el acceso a tratamientos innovadores está 

condicionado por factores económicos, geográficos o políticos, generando una brecha cada vez más profunda 

entre quienes pueden beneficiarse de ellos y quienes quedan excluidos. Abordar el acceso a tratamientos no 

es solamente una cuestión de infraestructura o recursos, sino también una cuestión moral fundamental. La 

forma en que una sociedad distribuye sus tecnologías médicas revela sus prioridades morales: ¿Se trata la 

salud como un privilegio o como un derecho? ¿Se considera el progreso técnico como un bien común o como 

un negocio? 

Avances tecnológicos y desigualdad 

La medicina contemporánea ha logrado enormes progresos en áreas como la oncología, la genética, la robótica 

quirúrgica o la farmacología de precisión. Pero estos tratamientos —altamente eficaces y costosos— no están 

al alcance de todos. En países con sistemas sanitarios desiguales, estos avances quedan restringidos a quienes 

pueden pagar seguros privados, dejando a una gran parte de la población sin acceso oportuno a cuidados de 

calidad. Además, el desfase entre la velocidad de innovación médica y la capacidad de los sistemas públicos 

para adaptarse crea una situación de exclusión crónica. Las tecnologías que salvan o prolongan la vida no 

siempre llegan a quienes más las necesitan, sino a quienes tienen mejores condiciones socioeconómicas. 

Factores que condicionan el acceso 

El acceso a tratamientos está determinado por múltiples factores: 

• Económicos: El alto costo de nuevos medicamentos o terapias dificulta su cobertura universal. 

• Geográficos: La centralización de la tecnología en grandes centros urbanos margina a poblaciones 

rurales o aisladas. 

• Culturales: Desinformación, barreras idiomáticas o discriminación institucional afectan el acceso de 

ciertos grupos. 



• Administrativos: Burocracia, falta de protocolos de derivación o listas de espera inadecuadas también 

impiden una atención justa. 

Todo esto configura una estructura que, lejos de garantizar la equidad, reproduce desigualdades estructurales. 

Consideraciones éticas-morales 

Desde una mirada ética, el acceso justo a tratamientos médicos exige criterios que pongan en primer lugar la 

dignidad de la persona. El valor de una vida no debe depender del lugar de residencia, del nivel de ingresos ni 

de su capacidad para generar beneficios económicos. Las tecnologías médicas deben ser tratadas como medios 

al servicio del bien común, no como bienes de consumo reservados a minorías. Esto implica que su 

producción, distribución y regulación deben regirse por principios de equidad, solidaridad y responsabilidad 

social. Asimismo, plantea desafíos a las políticas públicas: no se trata solo de garantizar tratamientos de base, 

sino de asegurar que los avances de la ciencia estén al servicio de todos, especialmente de los más vulnerables. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


